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ACCIÓN DE TUTELA No:  025 

ACCIÓN DE TUTELA: 2026-00024 
ACCIONADOS: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO - SNR  
ACCIONANTE: MARCELA TORRES HERNÁNDEZ 

DERECHOS INVOCADOS: DEBIDO PROCESO, EL MÉRITO Y CARRERA 
ADMINISTRATIVA 

DECISIÓN: TUTELA EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO 

 

I. HECHOS 
 

• Mediante acuerdo No. 060 del 13 de julio de 2023, modificado por el acuerdo 
No. 67 del 11 de agosto de 2023, se convocó a concurso público de méritos 
para proveer mil quinientas cuarenta (1.540) vacantes, de la 
Superintendencia de Notariado y Registro, perteneciente al Sistema Específico 
de Carrera Administrativa. 
 

• Marcela Torres Hernández se hizo parte del concurso inscribiéndose a través 
de la plataforma SIMO de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Una vez 
finalizadas todas las etapas del proceso de selección y publicados los 
resultados definitivos obtenidos por los aspirantes en cada una de las pruebas 
aplicadas, la CNSC elaboró en estricto orden de mérito la lista de elegibles 
por medio de la Resolución No. 5293 del día 19 de mayo de 2025, en la cual 
se proveen 20 vacantes definitivas del empleo denominado Profesional 
Especializado, código 2028, grado 14, identificado con el código OPEC No. 
207326, perteneciente al Sistema Específico de Carrera Administrativa de la 
Superintendencia de Notariado y Registro- Abierto, en el marco del proceso 
de Selección No. 2502 de 2023, en donde Marcela Torres Hernández se ubica 
en el puesto 23.  
 

• La accionante manifiesta que el día 20 de marzo de 2026 se enteró por 
comunicación sostenida con una de las personas que se encuentran en la lista 
de elegibles, que la CNSC realizó citación a audiencia pública virtual para 
escogencia de vacantes, la cual no le fue comunicada en oportunidad para 
presentarse en la misma.  
 

• Menciona que debido a que la citación no fue puesta en su conocimiento y 
notificada en oportunidad, no pudo presentarse a la audiencia programada 
vía Microsoft Teams, plataforma de uso institucional de la SNR el día jueves 
19 de marzo de 2026 a las 10:00 a.m. Sostiene que a su correo personal 
torhermarce@gmail.com, no fue notificada dicha citación, pese a ser de 
conocimiento de la Superintendencia de Notariado y Registro, situación que 
vulnera sus derechos fundamentales. 

 
• Verificada la plataforma SIMO, indica que no se puso en conocimiento la 

citación a audiencia pública virtual para la escogencia de vacantes, pues lo 
último que aparece en ese medio, es una notificación del año 2025. Así 
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mismo, verificó en la página de consulta de audiencias realizadas y 
programadas, sin reposar en este, programación de la audiencia, ni soporte 
de su realización.  
 

• La accionante indica que ha consultado permanentemente la información 
relacionada con el concurso mencionado; sin embargo, la publicación que 
corresponde específicamente a la citación de audiencia pública virtual para la 
escogencia de vacantes de la OPEC 207326 en la que se encontraba inscrita, 
no fue publicada.  
 

• La CNSC expidió la “Guía de orientación al aspirante audiencias públicas 
virtuales para la escogencia de vacante de un empleo con diferentes 
ubicaciones geográficas”, en donde se fijan los criterios de cómo se realiza la 
citación audiencia pública de escogencia de vacantes, la cual, en ningún 
momento se llevó a cabo e impidió que se le pusiera al tanto de la audiencia 
realizada. 
 

• La accionante manifiesta que la actuación de la Superintendencia de 
Notariado y Registro y la Comisión Nacional del Servicio Civil, vulneró sus 
derechos al mérito, debido proceso y carrera administrativa, y los principios 
de publicidad, libre concurrencia y participación de la elegibilidad en el 
proceso de selección. 
 

•  Indica que el comportamiento de la SNR en lo concerniente a la notificación 
de los actos administrativos ha sido concurrente, le ha notificado decisiones 
a un correo que en su momento fue institucional, y que la misma entidad 
cerró desde el 9 de octubre de 2025, esto es, 
marcela.torres@supernotariado.gov.co, al que no ha podido ingresar desde 
que la retiraron del cargo. 
 

II. ACTUACIÓN PROCESAL Y RESPUESTA DE LA ENTIDAD 
ACCIONADA 

 
El 24 de marzo de 2026 ingresó al despacho la acción de tutela presentada por 
Marcela Torres Hernández, quien solicita la protección de sus derechos 
fundamentales de debido proceso, mérito y carrera administrativa. 
 
A través de auto de la misma fecha, este despacho admitió la demanda de amparo 
y ordenó oficiar a las entidades accionadas para que expusieran sus argumentos 
defensivos frente a las pretensiones de la accionante. Igualmente, se ordenó como 
medida provisional, suspender el proceso de nombramientos en periodo de período 
de prueba de las vacantes asignadas mediante la audiencia pública virtual llevada a 
cabo el 19 de marzo de 2026 a las 10:00AM, a la cual al parecer no fue citada, para 
el empleo denominado profesional especializado, Código 2028, Grado 14, 
identificado con el Código OPEC No. 207326, hasta que se resolviera de fondo la 
presente acción. 
 
La anterior decisión fue comunicada a la Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC, 
a través de los correos atencionalciudadano@cnsc.gov.co, 
notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co; y a la Superintendencia de Notariado y 
Registro a través del correo correspondenciasnr@supernotariado.goc.co, y 
notificaciones.juridica@supernotariado.gov.co, el 25 de marzo de 2026, 
advirtiéndoles que contaban con un plazo de 48 horas para ejercer sus derechos de 
defensa y contradicción frente a lo manifestado por el accionante.  
 
Habiéndose notificado en debida forma de la admisión de la presente acción, la 
Superintendencia de Notariado y Registro, a través de la Jefe de la Oficina Asesora 
Jurídica Luz Amparo Beltrán Rojas, allegó pronunciamiento frente a los hechos de la 
tutela, mediante escrito allegado el 7 de abril de 2026, en los siguientes términos: 
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• Aclara que para la realización de la audiencia pública de escogencia de 
vacante en la OPEC 203070 y el nombramiento en periodo de prueba del 
Acuerdo No. 060 de 2023 de la CNSC, el legitimado procesalmente para 
pronunciarse en la presente acción constitucional es la Comisión Nacional del 
Servicio Civil, en virtud de la competencia asignada a la CNSC para adelantar 
el Proceso de Selección de las Superintendencias.  
 

• Indica que las entidades nominadoras serán las responsables de adelantar las 
Audiencias Públicas de escogencia de vacante, siendo garantes de la 
realización de las respectivas sesiones, a través del medio que estas escojan, 
incluido el SIMO, sin desconocer el control y seguimiento que sobre las 
mismas se realizará la CNSC en el marco de sus funciones de administración 
y vigilancia de la carrera administrativa. 
 

• Manifestó que la accionante omitió su deber de vigilancia activa en la 
plataforma SIMO. El reporte técnico del sistema evidencia que el 16 de marzo 
de 2026, a las 8:45 a.m., se publicó de manera exitosa la citación en el buzón 
de mensajes de la accionante dentro de la plataforma, enfatizando que el 
siguiente correo torhermarce@gmail.com es el correo personal de la 
accionante, el cual validó y registró en SIMO y no una cuenta institucional. 
 

• La SNR mencionó que con la actuación de citar a la señora Marcela Torres 
Hernández agotó el procedimiento de mérito respecto a la accionante, 
permitiéndole el ejercicio de su derecho a seleccionar la ubicación geográfica 
de su interés según las vacantes disponibles.  
 

• Indicó que la citación a la Audiencia Pública Virtual de Escogencia de Vacantes 
no fue un acto aislado o discrecional, sino un procedimiento administrativo 
masivo y estandarizado dirigido a la totalidad de los integrantes de la lista de 
elegibles para la OPEC No. 207326. La SNR, en estricta observancia de los 
principios de igualdad, transparencia y publicidad; agotó el protocolo de 
comunicación previsto en el Acuerdo No. 16 de 2025, remitiendo de forma 
simultánea las alertas a través de la plataforma SIMO y los correos 
electrónicos registrados a todos los aspirantes convocados. 
 

• Manifestó que la inasistencia de Marcela Torres Hernández no derivó de una 
falla técnica o de una omisión de la entidad, sino de una inobservancia 
particular de su carga de consulta y vigilancia permanente del proceso, la cual 
no puede subsanarse mediante la presente acción constitucional en perjuicio 
del resto de los participantes que sí atendieron oportunamente el llamado. 
 

• Concluyó que la SNR no ha vulnerado, afectado, ni amenaza los derechos 
fundamentales descritos en la acción de tutela teniendo en cuenta que no se 
configura un defecto en la notificación que sea imputable debido a que la 
entidad garantizó que la información estuviera disponible en los canales 
oficiales. La inasistencia de la accionante a la audiencia virtual del 19 de 
marzo de 2026 se debió a su falta de diligencia, lo que activó legítimamente 
el procedimiento subsidiario de asignación de vacante por sorteo, conforme 
al artículo 6 del Acuerdo No. 16 de 2025.   
 

• Por lo anterior, aduce la improcedencia de la acción, por inexistencia de 
vulneración de los derechos fundamentales de la accionante. 

 
Por su parte, la Comisión Nacional del Servicio Civil, habiéndose notificado y 
vinculado en debida forma, no se pronunció frente a la presente acción 
constitucional, por lo que mas adelante se harán las consideraciones 
correspondientes. 
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III. PRUEBAS RECAUDADAS  
 

1. Escrito de tutela signado por Marcela Torres Hernández. 
 

2. Cédula de ciudadanía de Marcela Torres Hernández.   
 

3. Resolución No. 5293 del 19 de mayo de 2025- 2025 RES-400.300.24030886, 
de la CNSC “Por la cual se conforma y adopta la lista de Elegibles”. 

 
4. Citación de audiencia pública virtual para escogencia de vacantes expedida 

por la Superintendencia de Notariado y Registro con fecha de audiencia de 
19 de marzo de 2026, signado por Marcela Torres Hernández. 

 
5. Capturas de pantalla al correo electrónico, en las cuales no se encuentra la 

citación por parte de la entidad a la audiencia pública. 
 

6. Capturas de pantalla SIMO en las cuales no se encuentra la citación por parte 
de la entidad a la audiencia pública. 

 
7. Capturas de pantalla SIMO en las cuales no se encuentra la citación por parte 

de la entidad a la audiencia pública.  
 

8. Acuerdo No. 16 de 4 de junio de 2025 “Por el cual se establece el 
procedimiento para las audiencias públicas para la escogencia de vacantes de 
un empleo con diferentes ubicaciones en la jurisdicción de un municipio, 
departamento o a nivel nacional” expedido por la CNSC.  

 
9. Respuesta a la acción de tutela signada por Luz Amparo Beltrán Rojas, Jefe 

de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Notariado y Registro. 
  

10. Resolución No. 10261 de 13 de agosto de 2019 “Por la cual se efectúa una 
delegación para nombrar a la doctora Luz Amparo Beltrán Rojas en el cargo 
de Jefe de Oficina Asesora”.  

  
IV. CONSIDERACIONES  

 
 

a. Competencia.  
  
En virtud del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, 
este estrado judicial es competente para conocer la presente acción constitucional.  
  

b. Marco normativo y jurisprudencial.  
  

En esta oportunidad, se analizará si los derechos enunciados por Marcela Torres 
Hernández, han sido vulnerados por las entidades tuteladas, al no haber realizado 
la debida notificación a la audiencia pública llevada a cabo el 19 de marzo del 
presente año, a las 10:00 am, con el fin de seleccionar la ubicación geográfica de 
su interés, según las vacantes disponibles en los términos de la lista de elegibles de 
la OPEC No. 207326, del proceso de selección No. 2502 de 2023, perteneciente al 
Sistema Específico de Carrera Administrativa de la Superintendencia de Notariado y 
Registro- Abierto.  
  
En primer lugar, el despacho debe identificar el marco normativo que le permitirá 
tomar la decisión; en consecuencia, se efectuaran algunas precisiones de orden 
constitucional, legal y jurisprudencial.  
  
Derecho fundamental al debido proceso. Esta garantía fundamental está 
consagrada en el artículo 29 de la Constitución Política, así:  
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El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 
con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En 
materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.   
  
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y 
a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 
investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 
injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en 
su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos 
veces por el mismo hecho.   
  
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso.   

  
 Del anterior precepto constitucional podemos concluir lo siguiente:  
 

• A todas las personas sin distinción de ninguna naturaleza, se les garantiza el 
derecho a ser juzgado y sus peticiones resueltas, de acuerdo con las normas 
preexistentes, sin que pueda aplicarse una norma de manera retroactiva si 
sus efectos son desfavorables.  

 

• Las actuaciones de las diferentes autoridades judiciales o administrativas, 
deben ceñirse estrictamente a los procedimientos regulados por la ley 
vigente, y sus decisiones deben proferirse dentro de los plazos previstos por 
las normas.  

 

• Solo es posible imponer sanciones, con base en penas previamente 
establecidas y sin exceder los límites previstos en el reglamento que regula 
el tema.  

  
Impera precisar, que dicha garantía es un postulado producto del Estado de 
Derecho, consistente en que todas las actuaciones deben observar una normatividad 
previamente establecida, que se desarrolla en el denominado principio de legalidad, 
en donde se brindan unos derechos mínimos al encartado, a saber: defensa, conocer 
la causa y el objeto de las actuaciones que se llevan en su contra, un juzgamiento 
ante un jurado competente e imparcial sin dilaciones injustificadas, la facultad de 
ejercer contradicción a los cargos formulados, que el investigado se presuma 
inocente mientras no se profiera una decisión condenatoria que cobre firmeza y que 
sea asesorado por una abogado de confianza o de oficio, en los casos que la 
normatividad así lo determine.  
  

c. Problema jurídico a resolver.   
  
Teniendo en cuenta estos antecedentes, el despacho debe decidir si se dispone el 
amparo del derecho fundamental invocado por Marcela Torres Hernández.  
  

d. Caso en concreto.   
  
Descendiendo al caso en concreto, y conforme a las pruebas aportadas, se tiene que 
Marcela Torres Hernández participó en el proceso de selección No. 2502 de 2023 
adelantado por la Comisión Nacional del Servicio Civil para proveer cargos en la 
Superintendencia de Notariado y Registro, OPEC 207326, conforme a la lista de 
elegibles conformada mediante Resolución No. 5293 del 19 de mayo de 2025, en la 
cual ocupó el puesto número 23, para el empleo denominado Profesional 
Especializado, código 2028, grado 14. 
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En desarrollo del proceso de selección, la audiencia pública de escogencia de 
vacantes constituye una etapa esencial, en tanto materializa no solo el derecho de 
acceso al empleo público, sino la concreción del principio constitucional del mérito, 
permitiendo que los aspirantes, conforme al orden de elegibilidad, seleccionen la 
ubicación geográfica de su preferencia dentro de las vacantes disponibles. Así, no 
se trata de una actuación meramente formal o accesoria, sino de un momento 
determinante dentro del concurso, íntimamente ligado a la garantía de igualdad de 
oportunidades. 
 

En este contexto, la accionante afirma que no fue notificada en debida forma de la 
citación a la audiencia pública realizada el 19 de marzo de 2026, lo que le impidió 
participar en la escogencia de la vacante, siendo posteriormente asignada su 
ubicación mediante sorteo, en aplicación del procedimiento subsidiario previsto en 
el Acuerdo No. 16 de 2025. A su juicio, esta situación vulnera sus derechos 
fundamentales al debido proceso, al mérito y a la carrera administrativa. Por su 
parte, la Superintendencia de Notariado y Registro sostuvo que la citación fue 
realizada conforme a los parámetros establecidos, siendo publicada el 16 de marzo 
de 2026 en el buzón de mensajes de la plataforma SIMO, y remitida al correo 
electrónico registrado por la accionante, señalando que la inasistencia obedeció a la 
falta de diligencia en la consulta de los canales oficiales, los cuales son de 
conocimiento de todos los aspirantes. 
 
Bajo estas consideraciones, corresponde al despacho determinar si los mecanismos 
de notificación empleados por la administración resultaron idóneos y eficaces para 
garantizar el conocimiento real y oportuno de la actuación administrativa, pues en 
el ámbito de los concursos de méritos, dicha garantía se articula con una carga 
correlativa en cabeza de los aspirantes, consistente en ejercer una vigilancia activa 
y permanente sobre el desarrollo del proceso, especialmente cuando existen canales 
oficiales previamente definidos para la comunicación de las actuaciones, como lo es 
la plataforma SIMO.  

En el caso particular, la accionante manifiesta no haber tenido conocimiento de la 
citación, mientras que la Superintendencia de Notariado y Registro informó que la 
publicación se realizó el 16 de marzo de 2026, a las 8:45 am, en igualdad de 
condiciones para todos los participantes, y conforme al procedimiento previamente 
establecido en la reglamentación del concurso.  

Pese a lo anterior, nótese que la accionante manifiesta haberse enterado de la 
citación con posterioridad a la realización de la escogencia de vacantes, lo cual 
permite inferir que otros elegibles si tuvieron conocimiento de la misma; sin 
embargo, de los pantallazos allegados por la accionante se evidencia que en la 
pestaña de “Alertas”, en la programación de audiencias, ni en la página web de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, se publicó la señalada citación. 

Ahora bien, se advierte una incongruencia en la respuesta ofrecida por la 
Superintendencia de Notariado y Registro, pues indica que el correo electrónico 
registrado por la accionante es marcela.torres@supernotariado.gov.co, tal como 
consta en la inscripción a la convocatoria: 
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Y posteriormente señala que el 16 de marzo de 2026, a las 8:47 am, el servidor 
despacho la comunicación al correo electrónico torhermarce@gmail.com, señalando 
que se trata de un correo personal, no institucional, como se afirma en el escrito de 
tutela, sin allegar prueba alguna de su remisión, dando credibilidad a lo señalado 
por la accionante, en el sentido de no haber recibido notificación alguna a través de 
dicha dirección electrónica. 

Así las cosas, no puede pasar por alto el despacho, que en el presente caso si hubo 
una afectación al debido proceso de la accionante, toda vez que de las pruebas 
allegadas, no se puede evidenciar la debida notificación de la citación para audiencia 
de escogencia de vacantes, pues si bien registró un correo institucional al cual 
señala, ya no tener acceso, situación que no es atribuible a las accionadas; no se 
evidencia que la publicación se hiciere en la página web, ni en la plataforma Simo, 
circunstancia que no fue desvirtuada por la accionada. 

Revisada la página web de la Comisión Nacional Del Servicio Civil, se advierte que 
en efecto, la última citación publicada dentro de la convocatoria de la 
Superintendencia de Notariado y Registro data de febrero de 2026, como se 
evidencia en el pantallazo adjunto, lo cual corrobora el dicho de la accionante, 
veamos: 

 

Por lo anterior, en el presente caso, se tutelará el derecho fundamental al debido 
proceso de la accionante, y en consecuencia se dispondrá: i) dejar sin valor la 
citación y audiencia pública virtual realizada el 19 de marzo de 2026 a las 10:00 am, 
para la escogencia de vacantes localizadas en diferentes ubicaciones geográficas 
para proveer las vacantes definitivas del empleo denominado Profesional 
Especializado, Código 2028, Grado 14, identificado con el Código OPEC No. 207326; 
y ii) ordenar a la Superintendencia de Notariado y Registro y a la Comisión Nacional 
del Servicio Civil, que dentro del término improrrogable de cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes a la notificación del presente fallo, y de acuerdo a sus competencias, 
rehagan el proceso de citación y audiencia pública para la escogencia de vacantes 
localizadas en diferentes ubicaciones geográficas, notificando en debida forma a la 
accionante, en relación con el  empleo denominado Profesional Especializado, Código 
2028, Grado 14, identificado con el Código OPEC No. 207326. 

Como colofón de lo expuesto, el Juzgado Quinto Penal del Circuito con Función 
de Conocimiento de Tunja, administrando justicia en nombre del pueblo y por 
mandato de la Constitución,  
  

RESUELVE  
  
PRIMERO. Tutelar el derecho fundamental al debido proceso invocado por 
Marcela Torres Hernández, por las consideraciones hechas en la parte motiva de 
esta providencia.   
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SEGUNDO. Dejar sin valor la citación y audiencia pública virtual realizada el 19 de 
marzo de 2026 a las 10:00 am, para la escogencia de vacantes localizadas en 
diferentes ubicaciones geográficas para proveer las vacantes definitivas del empleo 
denominado Profesional Especializado, Código 2028, Grado 14, identificado con el 
Código OPEC No. 207326. 
  
TERCERO. Ordenar a la Superintendencia de Notariado y Registro y a la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, que dentro del término improrrogable de cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes a la notificación del presente fallo, y de acuerdo a sus 
competencias, rehagan el proceso de citación y audiencia pública para la escogencia 
de vacantes localizadas en diferentes ubicaciones geográficas, notificando en debida 
forma a la accionante, en relación con el  empleo denominado Profesional 
Especializado, Código 2028, Grado 14, identificado con el Código OPEC No. 207326. 
  
CUARTO. Notifíquese este fallo oportunamente a las partes, y por el medio más 
eficaz, tal y como lo consagra el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 en 
concordancia con el artículo 8º de la Ley 2213 de 2022, por medio del cual se 
adoptaron medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales.  
  
QUINTO. La presente sentencia puede ser impugnada de conformidad con el 
artículo 31 de Decreto 2591 de 1991.  
  
SEXTO. Si esta decisión no fuere impugnada, remítase oportunamente a la 
Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. (Art. 31 Decreto 2591 de 
1991).   
  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
  
  
  
 

  
  
  

CARLOS EDUARDO BOHÓRQUEZ CARO 

Juez Quinto Penal del Circuito con función de Conocimiento de Tunja (BOY)  
  

 


